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Resol. Serie “A” N° 51
Expte. N° 2.751 – Año 2018 – Autos: “Rodríguez María Rosa c/ Luna Aldo Oscar s/ Reivindicación – Recurso Extraordinario”

Santiago del Estero, cinco de julio de dos mil diecinueve.



Y Vistos:



El incidente de caducidad de instancia deducido por la parte actora, para resolver sobre su procedencia.-- 



Y Considerando:



I) Que a fs. 19 de los presentes obrados comparece la representante de la accionante e interpone incidente de caducidad de la instancia extraordinaria, solicitando su declaración con costas, con sustento en el art. 314 inc. 2 del Código Procesal Civil y Comercial, a los efectos de la perención.------------------------------



II) Que en fundamento de su pretensión aduce, que de la compulsa de las actuaciones no se verifica ningún acto de impulso procesal por parte del recurrente, destacando que la última actividad que instó el movimiento de la causa fue el decreto de fecha 5 de Agosto del 2018 (fs. 17), que tiene por interpuesto el recurso extraordinario, ordenando su notificación personal o por cédula. Aduce que desde dicha providencia han transcurrido en exceso los seis meses requeridos por la ley ritual para que opere la caducidad -descontándose los días de la feria judicial-, sin que el impugnante haya realizado ningun acto tendiente a instar la prosecución del proceso. Por ello solicita se declare la caducidad de la tercera instancia y de acuerdo a lo prescripto por el art. 322 del C.P.C. y C. , quede firme la resolución recurrida.--------



III)  Que a fs. 25 de autos, la contraria contesta el traslado conferido a su parte, solicitando se rechace el planteamiento de perención de instancia articulado, con expresa imposición de costas. Al respecto manifiesta, que el art. 319 del C.P.C. y C. impone como condición para que opere la caducidad de la instancia, el hecho de que se peticione antes de consentir el solicitante cualquier actuación de la parte posterior al vencimiento del plazo legal, requisito que no se encuentra cumplido en el caso de autos donde las partes quedaron notificadas en forma automática con el dictado de la providencia de fecha 2-08-18, conforme al nuevo sistema de notificación. En base a ello sostiene, que la presentación del actor debió rechazarse in limine, ya que al estar notificado automáticamente, consintió el referido decreto. Agrega que nuestro sistema procesal no prevé expresamente un término para consentir el impulso procesal aludido en el art. 319,  por  lo que al tratarse de un modo anormal de culminación del proceso, debe interpretarse restrictivamente, resolviéndose en caso de duda, a favor de la subsistencia de la instancia.-----------------------



IV)  Que a fs. 27 y vta. obra dictamen del titular del Ministerio Público Fiscal quien aconseja que debe hacerse lugar a la incidencia traida a dictamen atento  encontrarse cumplidos los recaudos prescriptos por el Código Procesal para la viabilidad de la caducidad de instancia.------------------------------------------------  



V) Que previo a introducirnos en la materia debatida, resulta pertinente recordar que la cuestión de la legitimación, es una condición esencial para la procedencia de cualquier acción, en consecuencia el Tribunal tiene el deber de cuidar el buen orden de los juicios y advertir, si en su tramitación, existien errores que puedan afectar la validación de la relación jurídica procesal, -en su correcta integración-, que hicieren a la carencia de presupuestos necesarios insoslayables y que pudieran haber pasado inadvertidos. De ese modo, resulta necesario, previo a cualquier análisis vinculado propiamente a los recaudos de cualquier actuación realizada en el marco del litigio, abordar la legitimación procesal de las partes y la suficiencia en la representación de sus apoderados y/o patrocinantes, en vinculación a los actos jurídicos procesales efectuados. Ello así en tanto la legitimación procesal es un presupuesto esencial para el nacimiento de una relación procesal válida y, por lo tanto, compromete el orden público y no se convalida por la falta de impugnación por la contraria, pudiendo, en tal caso, ser declarada de oficio por el juez, ya que no es posible dar curso a un planteo efectuado, por quien no sea titular de los derechos en litigio. Así lo ha establecido nuestro Alto Cuerpo al expresar que: “... dentro del régimen procesal, la falta de legitimación procesal puede ser opuesta como defensa o bien declarada de oficio por los jueces, pues éstos no pueden dejar de aplicar el derecho”. (S.T.J., sent. del 12-10-05, en autos: “Bravo Luis Alberto c/ Nor-Cen S.R.L. y/u Otros. s/ Cobro De Pesos – Casación”).-----                                                                              



Sentado ello, y verificadas las constancias de autos surge, que habiéndose deducido recurso extraordinario federal por la parte demandada, se presenta el letrado patrocinante de la actora, Dr. Juan Armando Manzur, deduciendo incidente de caducidad de  instancia, mediante escrito adjuntado a fs. 19, el cual sólo cuenta con la firma del profesional mencionado, sin estar acompañado por la firma de la parte. En ese contexto cabe señalar que la doctrina ha sido conteste en afirmar que “la ausencia de la firma de la parte en una presentación efectuada ante el Tribunal exhibe la falta de un insoslayable requisito visceral para considerar que se está frente a un acto procesal, debiendo reputarse a dicho escrito inexistente.” (LLambias, J. “C.C. Anotado, V. II-B, Pags.. 208/209). En igual sentido la C.S.J.N. ha expresado que: “...constituye un acto jurídico inexistente el escrito firmado únicamente por el letrado patrocinante del interesado, quien no ha invocado poder para representar a su parte...” (C.S.J.N., sent. del 23-08-88,en autos “Farias Bonasea S.R.L. c/ Delis Gigens”). De ese modo, surge claro que la falta de firma de la parte en un escrito judicial hace inexistente el acto por carecer de uno de sus requisitos esenciales, con todas las consecuencias jurídicas que ello implica, y no puede subsanarse con la firma del patrocinante. En ese orden, no puede soslayarse que los escritos judiciales deben llevar la firma de su presentante, pues la falta de su asignatura implica que el escrito no produce efecto alguno y que se pierde el derecho que podría haber sido ejercido con la presentación del escrito debidamente firmado, ya que la suscripción por el letrado patrocinante no es suficiente. Ello así en tanto, si bien el letrado patrocinante cumple una doble función: de asesor (en los actos que el litigante participa), y de garantía (de las formas del proceso), no es parte en el litigio ni recibe legitimación, y por ello, carece de facultad de formular peticiones o de efectuar presentaciones, por cuanto su carácter de patrocinante no suple la omisión padecida por quien actúa por derecho propio.---------------------------



En tales condiciones, las consideraciones ut supra efectuadas permiten concluir que el acto judicial analizado -presentación de fs. 19-, al carecer de la firma de la parte patrocinada, es un simple papel en el que no se incorpora la voluntad del litigante de realizarlo ni de presentarlo, por lo que no cumple con un requisito esencial para darle validez a su promoción. En efecto la falta de firma presupone ausencia de sujeto que haya instado la intervención del órgano jurisdiccional, y consecuentemente, la falta de voluntad de obtener una decisión con fuerza vinculante respecto del objeto de la pretensión procesal. De ese modo y teniendo presente -como se dijo-, que dentro de las formalidades que debe observar todo escrito judicial, la firma del presentante reviste especial trascendencia, en tanto permite exteriorizar su voluntad, la falta de dicho recaudo torna inexistente el acto judicial por faltar uno de los elementos esenciales para su configuración en el mundo jurídico. Al respecto este Superior Tribunal de Justicia ha expresado: “Que el acto inexistente debe ser considerado como que nunca tuvo nacimiento e incapaz de producir ningún efecto en la esfera jurídica, por lo tanto los jueces tienen plena facultad, incluso de oficio para verificarlos y enmendar sus consecuencias, quedando los efectos producidos sin ningún valor,...” (S.T.J:, sent. del  29-08-07, en autos: “Amado María Belén c/ Gay Elías s/ Cobro De Pesos s/ Casación Civil”, en consonancia con: C.S.J.N., Fallos: 246:279; 278:84; 303:1099; 311:1632 entre otros).---------                                   



VI) Que en consecuencia y conforme la manera en que fue resuelta la cuestión, la falta de legitimación procesal del patrocinante para presentar el incidente de caducidad sin la firma de la parte, convierte en inexistente el acto de promoción del mismo, deviniento en abstracto su tratamiento, atento su incapacidad de producir efectos en la esfera jurídica.-------------------  



Por lo expuesto, doctrina y jurisprudencia reseñada, Se Resuelve: Declarar la inexistencia jurídica de la presentación de fecha  20 de marzo del 2019 (fs. 19). Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Sebastian Diego Argibay - Carlos Pedro M. A. Lugones Aignase - Eduardo José Ramón Llugdar – Ante mí: Dr. Mario José Medina - Secretario Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.-
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